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INFORME No. 97/12
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 823-07
ARGENTINA

8 de noviembre de 2012 

PRESUNTA VÍCTIMA: 
Eduardo Emilio Sosa
PETICIONARIO:
Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS)
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos 1.1, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
14 de septiembre de 2011

I.
POSICIÓN DEL PETICIONARIO

1. Los peticionarios indican que Eduardo Emilio Sosa se desempeñó como Procurador General ante el Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de Santa Cruz hasta 1995. Alegan que el señor Sosa fue destituido y apartado de su cargo sin la celebración del procedimiento correspondiente —un jury de enjuiciamiento— conforme lo exige la Constitución de la provincia, violando los principios de inamovilidad de los magistrados y funcionarios públicos consagrados por la Constitución local y Nacional para garantizar la independencia del Poder Judicial. 

2. Los peticionarios indican que ante dicha situación, el señor Sosa presentó reiteradas acciones judiciales tanto ante la justicia provincial como la federal; y aun cuando muchas decisiones judiciales resultaron a su favor no consiguió la efectiva reincorporación en su cargo. 

3. En efecto, los peticionarios relatan que en el año 1997 el Tribunal Superior de Justicia declaró la inconstitucionalidad de la ley 2.404 pero sin pronunciarse sobre la reincorporación en el cargo de la presunta víctima. En los años 1998 y 2000 la Corte Suprema de Justicia de la Nación descalificó la sentencia del Tribunal Superior de la Provincia y solicitó que los tribunales correspondientes adopten una decisión ajustada a derecho. En el año 2001, la Corte Suprema Federal condenó a la provincia a “restituir al actor en el cargo de Procurador General, con las funciones que ejercía antes de la sanción de la ley No 2.404, dentro del plazo de treinta días”, no obstante lo cual indican que justicia local desconoció la orden del Máximo Tribunal y decidió sustituirla por el pago de una indemnización. 
4. En el año 2005, el señor Sosa interpuso un recurso ante la Corte Federal en virtud de considerar que la indemnización no constituía una respuesta adecuada, el que fue resuelto en el año 2005. En esa oportunidad, el tribunal entendió que el pago de la indemnización era insuficiente para tutelar las garantías constitucionales del actor y, atendiendo a los reiterados incumplimientos de la justicia local, le ordenó al Gobernador de la provincia de Santa Cruz, en su carácter de agente natural del gobierno federal, reponer al señor Sosa en el cargo de Agente Fiscal ante el Tribunal Superior de Justicia de Santa Cruz. La Corte Suprema le otorgó al Gobernador un plazo de 30 días para efectivizar la decisión. A raíz de nuevos recursos presentados por el gobierno provincial y el Fiscal ante el Superior Tribunal, el 10 de noviembre de 2009 la Corte Suprema ratificó su fallo y ordenó que se cumpla con la reposición en el cargo en el plazo de 30 días de notificada esta nueva decisión. Ante el nuevo incumplimiento, la Corte Suprema de Justicia de la Nación emitió un nuevo pronunciamiento el 14 de septiembre de 2010, en el cual indican, reafirmó la obligación de la Provincia de Santa Cruz de cumplir con sus sentencias y reponer al señor Sosa en el cargo de Procurador General del que fue desplazado en 1995.

5. Con dichos antecedentes, los peticionarios señalan que en mayo de 2011, habiendo transcurrido 16 años de la destitución del señor Sosa y sin haber sido repuesto en el cargo de agente fiscal ante el Superior Tribunal de Justicia de Santa Cruz, a pesar de las reiteradas instancias en donde se hizo expreso reconocimiento de su derecho en este sentido; el señor Sosa procedió a solicitar en el expediente de ejecución de sentencia que se tramitaba ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que se diera por concluido dicho proceso. En consecuencia, los peticionarios indican que por tal motivo también presentan su desistimiento ante la CIDH respecto del presente reclamo. 

II.
POSICIÓN DEL ESTADO

6. El Estado solicitó el archivo de la presente petición o que en su defecto la misma se declare inadmisible. Al respecto, alega que en el presente caso no se está en presencia de un supuesto de remoción de funcionario alguno, sino que se trata de un caso de modificación de la estructura organizacional de uno de los poderes del Estado, lo cual implicó la desaparición del cargo que ostentaba la presunta víctima.
7. Adiciona que además debe considerarse que la presunta víctima en mayo de 2011 solicitó, en el contexto del trámite de ejecución de sentencia que tramita ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que se diera por concluida la sustanciación de dicho trámite al no haberse logrado que se cumpla lo ordenado por el referido tribunal en lo concerniente a su reposición en el cargo. Asimismo, señala el Estado que se debe considerar la circunstancia de que el propio peticionario tramitó su jubilación, la que le fue concedida en fecha 21 de mayo de 2008 por la Caja de Previsión Social de la Provincia de Santa Cruz. Sostiene en suma, que siendo que la propia presunta víctima dio por concluido el trámite de reposición en el cargo, un pronunciamiento de la CIDH en tal sentido resultaría sobreabundante e innecesario, ya que la presunta víctima obtuvo lo que pretendía en sede local. Indica que debe recordarse el carácter subsidiario del derecho internacional respecto del derecho interno.
8. El Estado señala además que no debe soslayarse que la Provincia de Santa Cruz ha ofrecido en reiteradas oportunidades indemnizar al peticionario y ha cumplido con dicho compromiso, dado que en el expediente de ejecución de sentencia, el Superior Tribunal provincial fijó, el 21 de abril de 2005, en sustitución de la restitución al cargo, una indemnización por los daños y perjuicios sufridos por el señor Sosa. En consecuencia, el Estado alega que el objeto del reclamo devino abstracto, lo cual implica que la Comisión debe proceder de conformidad con lo dispuesto por el artículo 48.1.b de la Convención Americana, en tanto en la especie, no subsisten los alegados motivos que dieron origen a la petición.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH 
9. El 25 de junio de 2007, la CIDH recibió la petición, la cual fue registrada bajo el número P-823-07. Mediante nota de 14 de septiembre de 2011, la CIDH transmitió la denuncia al Estado de Argentina, otorgándole el plazo de dos meses para que presentara su respuesta, de conformidad con el artículo 30 del Reglamento de la CIDH.  El Estado mediante comunicación de fecha 17 de noviembre de 2011 solicitó una prórroga, la cual fue concedida por la Comisión el 22 de noviembre de 2011. El Estado presentó su respuesta el 13 de enero de 2012, de la cual se efectuó el correspondiente traslado. 

10. Mediante comunicación de fecha 23 de abril de 2012, los peticionarios presentaron un escrito manifestando su desistimiento respecto a la petición presentada ante la CIDH. 

IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

11. El artículo 48.1.b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente. Por su parte, en el artículo 42.1.a del Reglamento de la CIDH se establece en sentido similar que en cualquier momento del procedimiento, la Comisión podrá decidir sobre el archivo del expediente cuando: a) verifique que no existen o subsisten los motivos de la petición o caso. Por su parte, el artículo 41 del citado Reglamento de la CIDH regula el desistimiento indicando que “el peticionario podrá desistir en cualquier momento de su petición o caso, a cuyo efecto deberá manifestarlo por escrito a la Comisión. La manifestación del peticionario será analizada por la Comisión, que podrá archivar la petición o caso si lo estima procedente, o podrá proseguir el trámite en interés de proteger un derecho determinado”. 

12. En el presente caso, y en atención a dicho marco normativo, la CIDH observa que los peticionarios, contando con la anuencia de la presunta víctima, presentaron un escrito solicitando el desistimiento de la petición presentada ante la CIDH. En estas circunstancias, la CIDH decide archivar la petición No 823-07 de conformidad con los artículos 48.1.b) de la Convención Americana, 41 y 42.1 de su Reglamento.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 8 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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